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			Para mi madre, Geni Dresser, 

			por enseñarme que no puedes dejar huella 

			si caminas siempre de puntitas.

			Para mis alumnos. Pasados, presentes y futuros.

		


  


			PRÓLOGO

			PROMESAS INCUMPLIDAS

			Aquí, nosotros, mexicanos atorados en el largo proceso de desencuentros, rupturas, deslealtades y corrupción que fue minando la esperanza de dignificar y consolidar el régimen democrático del país. Tendríamos que bautizar los últimos años como el periodo del desencanto, escribe Mauricio Merino en El futuro que no tuvimos. Un periodo específico, determinado, cognoscible, comprendido entre el 1 de noviembre de 2003 y hoy. Un ciclo fechable que empieza con la ruptura de los pactos políticos que dieron origen al IFE autónomo y que termina con el regreso del PRI a Los Pinos: y lo que hizo estando ahí. Un ciclo de todo lo que hemos presenciado y padecido desde entonces.

			Atrás quedaron los acuerdos sensatos y honestamente comprometidos con la construcción de un nuevo régimen democrático. Atrás quedó aquella “joya de la corona” que fue un IFE creíble, admirado, autónomo. Atrás quedaron los acuerdos que tenían como objetivo una repartición más justa y más ciudadana del poder. En su lugar quedaron las malas artes y los conflictos y las trampas y la polarización. La transición de un sistema de partido prácticamente único, a uno en el que los beneficiarios fueron otros partidos similares, con sus arcas repletas de dinero público. El encono de la sociedad producto de los pleitos incesantes entre la clase política. La sensación de que la democracia no ha servido para resolver los problemas del país sino para exacerbarlos. El sentimiento de desamparo ante la Casa Blanca, Odebrecht y OHL y Ayotzinapa y los Duarte y el espionaje gubernamental a periodistas y tantas vejaciones más.

			Hace apenas unos años, el sentimiento compartido por muchos fue que México iba a la alza por el “reformismo modernizador” de Enrique Peña Nieto. Por la reforma educativa que empujaba. Por la reforma a las telecomunicaciones que impulsaba. Por la reforma energética que instrumentó. Por la reforma fiscal que logró. Por la apertura inusitada de Pemex. Por la imagen de profesionalismo que Peña Nieto cultivó y el cierre de filas que el “Pacto por México” indujo. Por “el momento de México” que los especialistas en imagen gestionaron. La percepción de éxito generó éxito, y Peña Nieto inicialmente cosechó el suyo con creces. Moviendo a México, proclamaban sus acólitos.

			Y, en efecto, México se movió pero no en la dirección correcta. Ahora vivimos la angustia compartida ante la certidumbre de que la vida pública se ha corrompido ‒sin distinciones ni matices‒ entre partidos y gobernantes. La desilusión extendida ante el abandono de las promesas de profesionalización de la gestión pública y la partidización de las instituciones. Ante la prevalencia de la cuatitud, la amistad y las lealtades políticas en el nombramiento de funcionarios públicos. Ante el abierto rechazo de los gobiernos a abrir la información exigida por el INAI. Ante la opacidad que persiste en la fiscalización del dinero público a nivel federal, estatal o municipal. La repartición del botín partidario sin consecuencias, sin efectos, sin sanciones. He allí los plurinominales de todos los partidos para constatarlo. Los “moches” que han recibido tantos diputados y senadores para evidenciarlo. Las candidaturas de tantos señalados de corrupción para subrayarlo.

			En el gobierno tenemos a personajes de todos los partidos que actúan como si vivieran en el Palacio de Buckingham. O en Versalles. O en Topkapi. O en la Alhambra. O en el Castillo de Windsor. Nuestros secretarios de Estado, nuestros magistrados, nuestros diputados y senadores se comportan como nobles, por cuyas venas corre la sangre azul de una casta divina. Los aristócratas, aparcados en grandiosas residencias, rodeados de servidumbre atenta a cada deseo; caminando en sus palacetes privilegiados donde nada los toca. Nada los perturba. Nada los inmuta. Lejos de la turba enojada que se manifiesta en las calles, molesta y con razón. Lejos de la irritación social que descalifican, y sin empatía, porque son totalmente insensibles, viven totalmente desconectados de la realidad de millones de mexicanos que miran el futuro con aprehensión.

			Porque mientras la desigualdad crece, los consejeros del INE exigen los IPhone 7 de 20 mil pesos para cada uno. Porque mientras la capacidad de compra disminuye, las prerrogativas para los partidos ascienden. Porque mientras el valor del peso cae, los bonos en el Congreso aumentan. Un trabajador que gana el salario mínimo sólo puede comprar 33 por ciento de la canasta básica, pero un magistrado que gana más de 200 mil pesos recibe 15 mil pesos en vales de gasolina. Un miembro de la clase media tiene que trabajar más para llenar su tanque de gasolina, pero los diputados acaban de gastar 6 millones de pesos para adquirir 27 autos nuevos. El PAN, el PRI, el PRD, el Partido Verde y Morena recibieron 4 mil millones de pesos en 2017.

			Unos expoliados, otros privilegiados. Unos sacrificados, otros, beneficiados. Unos trabajando, otros gastando. 955 mil millones de pesos producto del excedente petrolero entre 2001 y 2012, destinados a prebendas electorales y transferencias presupuestales y prestaciones gubernamentales. 955 mil millones de pesos que nadie sabe a dónde fueron a parar, pero muchos lo suponen: a los gobernadores y las elecciones que compraron; a los líderes sindicales y las fortunas personales que acumularon; a las pensiones y la falta de productividad que taparon. Años de ineficiencias monopólicas en Pemex, años de subsidios injustificables a la gasolina, años de descontrol del gasto público, años de desperdiciar dinero en lugar de invertirlo. 

			Se tenía que mantener la paz social vía una estrategia clientelar, vendiendo petróleo para comprar votos. Había que perpetuar los privilegios de los príncipes mexicanos, usando el erario para asegurar prebendas. Casas Blancas y casas en Malinalco, aviones privados y sueldos desbordados, guaruras armados y IPhones garantizados. Enrique Peña Nieto increpó nuestra falta de comprensión, cuando comprendemos demasiado bien. Nos regañó cuando debimos regañarlo a él y a quienes lo acompañaron y lo habilitaron. Los miembros del equipo de Peña Nieto resultaron ser más corruptos que inteligentes. Más acostumbrados a esconder que a rendir cuentas. Más inhumanos que mexicanos.

			Eso es lo que indigna, más allá de los datos y las cifras de quienes exigían que hiciéramos bien las cuentas y celebráramos lo que el peñaniestismo logró. La sensación de injusticia profunda, de agravio. 126 mil millones de pesos gastados por el gobierno del PRI en publicidad y comunicación social. Las “remuneraciones extraordinarias”. Las compensaciones a funcionarios públicos por “vida cara” y operaciones encubiertas o confidenciales. Los 4 millones 400 mil pesos a una licitación para el mantenimiento y reparación de 121 vehículos que la Cámara de Diputados tiene a su disposición. Gastos superfluos. Gastos innecesarios. Gastos que deberían destinarse a escuelas y hospitales, pero acaban en moches o bonos. Aunque afuera en la calle, donde muchos pasan la noche sin dormir por lo sufrido, en los palacios sigue la fiesta, el despilfarro, los vales y los celulares, y los aguinaldos, el champán descorchado en los pasillos del Senado y la Cámara de Diputados. Un país donde algunos gozan la abundancia y otros padecen la austeridad, unos son totalmente exprimidos y otros son “totalmente palacio”.

			La economía sigue sin crecer lo que debería. La deuda de la desigualdad social sigue sin saldarse. Poco a poco tenemos conciencia de que los errores de gestión del gobierno no se han corregido. Las autoridades siguen asignando recursos crecientes a programas politizados, que en lugar de nivelar a la sociedad la hacen más desigual y generan mayores incentivos para la informalidad. Las autoridades siguen gastando el dinero público a manos llenas en medio de fallas, equivocaciones y actos de corrupción tan escandalosos como el de Javier Duarte, entre muchos otros. Estos problemas acumulados no han encontrado sanción ni solución. Los partidos se culpan unos a otros, se aprovechan electoralmente de los errores del contrario antes de corregir los suyos. No vemos soluciones de conjunto. No vemos la creación de un sistema completo para rendir cuentas o usar mejor el dinero público o responder a las necesidades de una ciudadanía crecientemente enardecida.

			En el ámbito electoral tenemos una democracia sin garantes. Una semi-democracia con instituciones que no saben defenderla o no quieren hacerlo, ya sea por presiones, chantajes o falta de voluntad o cobardía. Ya sea por la reducción de su labor al escrutinio de actas, minimizando el mandato constitucional de asegurar la equidad y el piso parejo. Árbitros complacientes que terminan por avalar todo aquello por lo que fueron elegidos para impedir. La compra de votos, las tarjetas rosas, el uso electoral de programas sociales, el desvío de recursos públicos mediante tarjetas de débito y tanto más. Las mañas del PRI-gobierno que corren en contra del juego limpio. Los fauls que el árbitro concede, mientras el PRI ha dado tiro libre contra la democracia. Gol tras gol.

			Pero más grave aún: en este periodo del deterioro democrático la inseguridad se ha implantado como rutina común. Muertos, heridos, torturados, desaparecidos, fosas con cadáveres de miles de desconocidos. La macabra puntualidad de la muerte en Estado de México y en Michoacán y en Tamaulipas y en Guerrero. El Estado muestra tanto su poder de fuego como su impotencia frente al crimen que ayudó históricamente a cobijar. Muestra que la corrupción de sus ramas más indispensables ‒las policías, las cortes, los Ministerios Públicos‒ se ha vuelto cosa de todos los días. Hoy queda claro que el desafío principal ya no es sólo salvar a la democracia sino salvar al Estado; rescatar su capacidad para garantizar la seguridad mínima que México necesita para sobrevivir. 

			Quien ha revisado las cifras sobre homicidios, secuestros, desapariciones o tortura en México lo sabe. Documento tras documento retrata a un país que las autoridades se niegan a mirar, enfrentar, reconocer. Existe una verdad que prefieren no escuchar. Ni de la CIDH, ni de la OEA, ni de la ONU, ni del Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes sobre Ayotzinapa. La verdad sobre la grave crisis de derechos humanos que vive México y que al no ser encarada, persistirá. La inseguridad. Las graves violaciones, en especial la desaparición forzada. Las ejecuciones extrajudiciales y la tortura. Los niveles críticos de impunidad y la atención insuficiente a las víctimas. Lo que día con día enfrentan los pobres, los migrantes, los desplazados internos, los indígenas, las mujeres, las minorías sexuales, los periodistas. Tantos a quienes se les hostiga, se les dispara, se les desaparece, se les silencia con impunidad.

			Esto no es nuevo. Por eso la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se refiere, en sus informes sobre México, a una “situación estructural”, pues continúan los asesinatos y el número que el gobierno da de ellos no es confiable, lo comparte sin identificaciones individuales, sin un total de personas ejecutadas o desaparecidas. La verdad es alarmante y ojalá nos alarmáramos. Allí están las cifras y los testimonios sobre secuestros a manos de la delincuencia organizada. O las desapariciones forzadas a manos de agentes del Estado. El pasado presente. La impunidad de ayer –arrastrada desde 1968– viva hoy. Producto de gobiernos cómplices o ineptos o incapaces de llevar a cabo investigaciones confiables. Como la PGR y su “cadena de custodia” en Ayotzinapa. Como la PGR y su siembra de armas a adversarios políticos. Como la PGR y su resistencia a instrumentar las medidas cautelares que le son exigidas para proteger a periodistas o a testigos.

			Esto obliga a los familiares a descubrir y remover en fosas por su cuenta. A ir de organización en organización en busca de información que no encuentran. A cargar carteles con las fotografías de sus desaparecidos, con la esperanza de que alguien ‒algún día‒ en el gobierno los escuche. A colar tierra en busca de las dentaduras de sus hijos. Los angustiados, los desconsolados, en búsqueda perpetua porque el Estado no cumple con su deber de investigar, documentar, apoyar, reparar. Porque el Estado parece odiar la fiabilidad y por ello se empeña en sub-registrar las cifras. Porque a pesar de las reformas importantes en derechos humanos, introducidas en México, persiste una profunda brecha entre el andamiaje legislativo y judicial, y la realidad de millones de mexicanos. Muchos descobijados, sin acceso a la justicia independiente, la justicia expedita, la justicia veraz, los números correctos, el recuento real. Un urgente acceso a la verdad, pues. Ya que la verdad puede doler, pero las mentiras matan.

			La ruta del deterioro prosigue porque ninguno de quien está en el poder quiere abandonar el guion que les permite ejercerlo con impunidad. Porque los actores fundamentales siguen siendo los mismos. Porque el voto para el PRI fue un voto a favor del pasado. Porque el pacto de impunidad existe y persiste. Ese pacto que produce una “pinche justicia”, como exclamara un defensor de derechos humanos en un exabrupto al cual muchos quisiéramos sumarnos al ver lo que pasa y no pasa en México. Javier Duarte y Guillermo Padrés y César Duarte y Tomás Yarrington y los otros miembros de una larga lista de expoliadores o defraudadores.

			México se ha convertido en un país en donde –en palabras de Juan Villoro– “el carnaval coincide con el apocalipsis”. Con un circo montado en torno a políticos que fueron presumidos como nuevos priistas y resultaron ser criminales tolerados. Con años de denuncias en Veracruz sobre la República rapaz que Duarte construyó ahí. Años de saber lo que el reportaje de Animal Político sobre las empresas fantasma del gobernador sólo documentó. Años en los cuales las instituciones básicas del Estado mexicano no levantaron un dedo para investigar, para vigilar, para actuar. El periodismo vino a suplir las falencias de un gobierno que en cuanto a Estado de Derecho se trata, no quiere o no puede asegurarlo.

			¿CORRUPTOS POR CULTURA?

			En las mediciones anuales producidas por The World Justice Project sobre el Estado Derecho, México lleva años cayendo. Y los peores indicadores tienen que ver con corrupción y justicia penal; con mediciones sobre la mordida, el uso indebido del puesto público, la asignación inapropiada de recursos públicos. Con mediciones sobre la calidad de la investigación criminal, el sistema carcelario, la imparcialidad de la justicia penal, la protección del debido proceso y los derechos del acusado. México sale reprobado en cada rubro. México es señalado por lo que no logra reformar.

			Por razones ampliamente conocidas. Una clase política que no quiere perder los privilegios acumulados y la impunidad garantizada. Un Sistema Nacional Anticorrupción que arranca lentamente y requiere autonomía real de sus fiscales, para no sólo cambiar de membrete institucional. Un sistema judicial podrido que no logra adaptarse a las exigencias y requerimientos de los juicios orales. Un sistema policial que fue creado para ser instrumento del poder y no mecanismo protector del ciudadano. Procuradores que no investigan, jueces que cierran los ojos ante la tortura, policías que detienen en flagrancia y no como parte de una investigación previa, ministerios públicos que no recaban pruebas suficientes. Nuevos sistemas encubriendo viejos vicios.

			El caso de Odebrecht lo confirma. En Perú cae Kuczynski, en Ecuador persiguen a Ollanta Humala, en Guatemala exponen a Otto Pérez Molina, en Venezuela los reflectores se posan sobre Maduro. ¿Y en México? Nada. Aquí no prospera la investigación, aquí persiste la impunidad. Aquí algunos son acusados, pero ninguno es indiciado. Aquí estalla el escándalo pero pocas veces hay consecuencias. La empresa brasileña tejió una amplia red de corrupción a través de sobornos a lo largo del continente. Pero mientras en otras latitudes la madeja se deshila, en nuestro país la protección persiste. ¿Acaso México fue el único país inmune a la operación Odebrecht?

			La explicación es política y también institucional, no cultural. Tiene que ver con el silencio que el gobierno impuso ante las sospechas de financiamiento ilegal en la campaña de Peña Nieto. Tiene que ver con el manto protector que colocó encima a funcionarios involucrados en contratos de obra pública, los más propensos a la corrupción. Tiene que ver con la ausencia de una PGR autónoma, independiente y la sujeción de procuradores al presidente y su camarilla. Amigos, cuates, compadres, cuidadores. Personas con un perfil y con una trayectoria de lealtad política al frente de instituciones que no fueron diseñadas para combatir la corrupción sino para ocultarla.

			Sí, la corrupción, que se ha vuelto tan común. Tan constante. Tan normal, incluso más allá del gobierno. Vista en el empresario que consigue facturas falsas para evadir impuestos. El vecino que se cuelga de la luz para no pagar el recibo, el comerciante que compra mercancía de contrabando porque es más barata, el contador que encuentra maneras de evadir al fisco, el que paga la mordida al policía para que no lo multe, el que da para el refresco a quien recoge la basura. Actos cotidianos de corrupción en los que participan millones de mexicanos. Actos compartidos que le permitieron a Enrique Peña Nieto argumentar que nadie puede tirar la primera piedra cuando de este tema se trata. Todos copartícipes, todos cómplices.

			Es cierto que la corrupción en México tiene una base social, un piso que la sustenta. Se ha vuelto –como argumenta Sara Sefchovich– una práctica socialmente aceptada, establecida. Tan es así que ahora hay un libro satírico llamado El Corrupcionario: un compendio de 300 palabras asociadas a este fenómeno tan integrado en nuestra sociedad. Palabras como “chayote”, “chapulín”, “dedazo”, “moches”, “hueso”, “mapachear”. Frases como “haiga sido como haiga sido”, “aceitar la mano”, ayúdame a ayudarte”, ¿cómo nos podemos arreglar?”, “con dinero baila el perro”, “no importa que robe, pero que salpique”. Y mi preferida: “La corrupción somos todos”, definida como “el mejor pretexto para seguir haciéndonos pendejos y conformarnos con el statu quo, aunque la frase provoque los aplausos de nuestra clase política. Al fin y al cabo es un problema cultural, ¿o no?”

			Esa forma de pensar y de justificar es profundamente dañina para el país y sus ciudadanos pues sugiere que México es corrupto por tradición, por usos y costumbres, por ADN, por historia. Si todos los mexicanos son corruptos por naturaleza, entonces el problema no tiene remedio. El problema no tiene responsables identificables ni remedios institucionales. Decir que en México la corrupción es culpa de todos le otorga la misma equivalencia moral al conflicto de interés de la Casa Blanca que a la familia colgada del diablito de luz. Como todos son malos, lo malo no puede identificarse, ni combatirse, más que apelando a la decencia social y al regreso de una sociedad “con valores”.

			Pero como decía James Madison, “si los hombres fueran ángeles, no sería necesario el gobierno”. La raíz de la corrupción en México –tanto del gobierno como de la población– no es cultural sino institucional. No es de hábitos sino de incentivos. No se trata de lo que la sociedad permite, sino de lo que la autoridad no sanciona. Los de abajo son corruptos y toleran la corrupción porque los de arriba han creado leyes para permitirla. Para hacerla una condición sine qua non; una condición necesaria que hace posible la supervivencia de un sistema político y económico basado en la cuatitud. Un Estado depredador crea una sociedad depredadora. Un Estado que viola las leyes produce ciudadanos que las desobedecen, no al revés.

			Porque, ¿qué pasaría si el contratista que se vale del tráfico de influencias para conseguir contratos acabara en la cárcel, con su cómplice en el gobierno? ¿Si la Casa Blanca hubiera llevado a la inhabilitación de Juan Armando Hinojosa para participar en futuras licitaciones? ¿Si Tomás Zerón, el responsable de plantar evidencia en el caso Ayotzinapa, hubiera sido despedido en vez de sólo ser reciclado a otro puesto? ¿Si se hubieran dado juicios políticos y destituciones en los casos de Borge, Duarte y tantos más? ¿Si el que roba la luz fuera arrestado? ¿Si el que compra mercancía de contrabando fuera multado? ¿Si el corrupto en el gobierno o en la sociedad –y con base en la ley– lo perdiera todo?

			El combate a la corrupción no sólo transita por el exhorto moral a los ciudadanos a ser ángeles. Necesariamente entraña una renovación institucional que implique investigaciones y castigos, tanto a los charales como a los peces gordos. El Sistema Nacional Anticorrupción es un primer paso para desnormalizar lo que tantos hacen y pocos pagan. Requiere un Fiscal General Autónomo, un Fiscal Anticorrupción con dientes, un Comité de Participación Ciudadana independiente, un presupuesto suficiente, tribunales especializados y una presión pública que no cese hasta que todos estos nombramientos y procedimientos ocurran. De lo contrario, Peña Nieto habrá triunfado, haciéndonos creer que todos somos tan corruptos como quienes nos han mal gobernado. Tan corruptos como él.

			DISENTIR Y CONSTRUIR

			Ante el desgajamiento del país en tiempos recientes, no ha surgido una sociedad movilizada; ha prevalecido una sociedad anestesiada. Nos han enseñado a ser hijos del miedo, de la capitulación, del fracaso. Nos han adiestrado para resignarnos con mansedumbre y sumisión al estado de las cosas. La costumbre de la claudicación se ha quedado entre nosotros, no como acompañante fiel sino como yugo. Algo que se instaló y se quedó allí. La macana del país donde los gobernantes deciden y los ciudadanos callan o dicen lo que mayoría impone. El cilicio del país donde la clase política aprueba leyes y toma decisiones como quiere, cuando quiere, y la población padece sus efectos en silencio. Donde disentir es peligroso, subversivo, condenable.

			Peligroso preguntar. Dudar. Sacar de las sombras. Hacer con la palabra una operación de rescate de lo que nos pertenece. El derecho a saber qué hace el gobierno con cada peso que le entregamos vía los impuestos. El derecho a saber qué tipo de regulación regirá a la inversión privada que ha sido invitada a participar en sectores clave, y conocer cómo se asignan contratos y se ganan licitaciones. El derecho a saber cómo, quien gane la presidencia, edificará los contrapesos indispensables a su propio poder. El derecho a saber cómo se combatirán la corrupción y el corporativismo y el clientelismo, más allá del nombramiento de personas honestas al frente de instituciones disfuncionales. El derecho a abrir ‒con preguntas‒ un espacio legítimo de participación ciudadana que todos deberíamos ocupar. Se trata de disentir por el valor que tiene el hacerlo.

			En los años cincuenta del siglo pasado, el psicólogo Solomon Asch llevó a cabo una serie de experimentos sobre la conformidad social. Cuando a un grupo le presentaron rayas de diferentes tamaños y se les pidió comparar su longitud ‒sin informarles que algunos de sus miembros habían sido colocados allí para dar deliberadamente la respuesta incorrecta‒, casi 75 por ciento de los participantes se conformaron con un grupo que dio su respuesta, aun sabiendo que la respuesta era equivocada. Los seres humanos tienden a seguir al grupo del que forman parte porque temen más al ridículo, a la crítica y al aislamiento, que al error. Pero Asch también descubrió que cuando alguien daba la respuesta correcta sobre la longitud de las rayas, el grado de conformidad y el error, bajaba. Eso es lo que debemos hacer a diario: cuestionar el tamaño de las líneas que el gobierno ‒con cualquier persona o partido en el poder‒ presenta como perfectas. Disentir para que alguien, alguna vez, gobierne mejor. Porque nada fortalece más a la autoridad arbitraria que el silencio de los que no quieren o no saben o no se atreven a cuestionar.

			En 2011 escribí El país de uno: reflexiones para entender y cambiar a México, mi intención era ofrecer un diagnóstico y también un manual para ser ciudadanos de tiempo completo. Este libro, publicado siete años después, es una continuación de aquella primera aproximación a la realidad de México, un segundo volumen que acompaña al prime­ro. Un sexenio después, el país atraviesa momentos oscuros, momentos de polarización, desconcertantes. La política convencional parece incapaz de ofrecer solución a las desigualdades que venimos arrastrando y a la corrupción que nos sofoca. Los privilegiados no han sido capaces de cambiar o hacer las concesiones necesarias para compartir su prosperidad, muchas veces obtenida a expensas de la población. La demanda de cambio ha sido ignorada y por ello el enojo que llena las cavidades creadas por un Estado ausente ante su responsabilidad social. 

			Sin embargo hay algunos destellos de luz: una ciudadanía emergente despierta y exige. Comienza a comprender el sentido de la famosa frase de Frederick Douglass: “El poder nunca concede sin una demanda. Nunca lo ha hecho y nunca lo hará.” Lo vimos con las movilizaciones impulsadas por #YoSoy132, en las firmas de apoyo a la #Ley3de3, en la presión por parte de organizaciones sociales que llevó a la renuncia de Raúl Cervantes, el procurador conocido como el Fiscal Carnal, por su proximidad política con Enrique Peña Nieto. Me gustaría pensar que hay cada vez más personas preguntándose: “¿Cómo puedo ser un mejor ciudadano?” Un punto de partida es seguir creyendo en la democracia posible, a pesar de su déficit en nuestro país. Es rechazar la lógica de que una sola persona o un solo partido puede ser la solución a todos los problemas que nos aquejan. México no necesita héroes o redentores en Los Pinos, sino instituciones que funcionen, leyes que se apliquen, contrapesos que sí lo sean, ciudadanos que reconozcan sus derechos y luchen por su protección. Ciudadanos decentes, trabajadores, reflexivos, idealistas, moralmente sensibles, atentos y con la mano extendida.

			Tal vez a ti, lector, no te importe mucho la política o la desigualdad o la corrupción o la violencia que asola al país. Pero debería importarte. Esos males están con nosotros y necesitamos soluciones consensuadas para afrontarlos. No será posible rescatar a México desde la perspectiva de “ellos” contra “nosotros”; el Estado contra la sociedad; una fuerza política que monopolice la verdad sin comprender que no la posee del todo; lealtades partidistas que nos separan por encima de esperanzas compartidas que nos unen. Ojalá que en tiempos de antípodas y antagonismos, insistas en las coincidencias en vez de las divergencias. Quizá la oscuridad de los últimos años derive en una sacudida lo suficientemente potente como para inaugurar una nueva manera de hacer política, gobierne quien gobierne, y no el fin de algo terrible para caer en algo peor. Lo que suceda o no en México dependerá de ti. Esta coyuntura incierta te exige ser un volcán. Ofrecer verdad y compromiso, y disrupción, para crear nuevas montañas, desde cuya cúspide podamos vislumbrar lo que reconstruiremos. Juntos.

		


  

			

			1. PEÑASTROIKA PERDIDA
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		(PRO)MOVIENDO A MÉXICO

			México a punto de despertar. México a punto de avanzar. Un país listo para pactar, negociar, proponer reformas y aprobarlas. Un país que ya no quería ser rehén de tradiciones arcaicas y prácticas arraigadas. Un país listo para dejar atrás el enfoque patriótico sobre el petróleo, la posición hipersensitiva sobre la soberanía, la justificación nacionalista sobre los monopolios. Según Jorge Castañeda y Héctor Aguilar Camín, en su artículo “Mexico’s Age of Agreement”, publicado en la revista Foreign Affairs en 2012, el alma nacional iba a cambiar. Enrique Peña Nieto la iba a liberar.

			Al inicio del sexenio, muchos miembros de la “comentocracia” nacional e internacional argumentaban que México estaba evolucionando rápidamente. Estaba dejando atrás su pesado fardo ideológico. Estaba dispuesto a remontar 15 años de pocas reformas y poco crecimiento. Estaba dispuesto a asumir un “nuevo consenso nacional” que no existía colectivamente sino hasta la llegada de Peña Nieto. Nos aseguraban que la mayoría de los mexicanos estaba de acuerdo con el poder del voto, con la importancia de la rendición de cuentas, con el combate a la corrupción. Creían que los derechos humanos debían ser protegidos, que la cultura de la impunidad debía ser eliminada, que la inequidad social debía ser atacada, que los oligopolios debían ser combatidos. Los mexicanos se habían vuelto exigentes, demandantes, conscientes, demócratas. Eso nos repetían en la prensa, la radio, las portadas de los principales periódicos y revistas, en México y más allá.

			De pronto, aseguraban, todos rechazábamos el viejo paradigma del nacionalismo revolucionario. Aunque la elección de Peña Nieto fue aguerrida y el resultado contencioso, de acuerdo con intelectuales como Castañeda y Aguilar Camín, la campaña presidencial reveló la profundidad del acuerdo nacional. Evidenció el tamaño del consenso colectivo. El futuro parecía prometedor porque México aprobaría reformas largamente pospuestas e históricamente rechazadas. México decía adiós al autoritarismo y no necesitaba temer su resurgimiento. Había razones para el optimismo, decían: el PRI quizá no se había reinventado del todo pero México sí.

			Peña Nieto fue electo por la población y no designado por el dedazo; no contaba con una mayoría en el Congreso; el PRD seguía controlando la capital; el nuevo presidente tenía que coexistir con una maleza de instituciones como el Banco de México, el IFAI, la Cofetel, la Comisión Federal de Competencia, una Suprema Corte que le hizo la vida imposible a Vicente Fox y Felipe Calderón, unos medios más libres, una sociedad civil más vibrante. Para bien o para mal, el gobierno ya no podía hacer lo que se le diera la gana. Esa era la narrativa al inicio del sexenio.

			Por ello, predecían los porristas, el PRI se vería obligado a cumplir las promesas que hizo y a empujar las reformas que ofreció. El PRI y el PAN lo harían juntos, y a veces de la mano del PRD. Crearían una mejor policía y reducirían el papel del Ejército. Crearían una Fiscalía Anticorrupción. Evaluarían a los maestros. Eliminarían las exenciones fiscales. Le darían autonomía al Ministerio Público. Estarían de acuerdo con abrir Pemex, crear asociaciones público-pri­vadas para invertir en infraestructura, inaugurar un sistema universal de protección social. Priistas, panistas y perredistas compartirían una agenda que todos podrían enarbolar; coincidirían en una plataforma que querían hacer realidad. Moverían a México.

			Al escuchar este diagnóstico y el futuro promisorio que auguraba, daban ganas de creer que era cierto. Daban ganas de pensar que personajes como Castañeda y Aguilar Camín tenían razón. Daban ganas de apostar porque las reformas serían instrumentadas y las resistencias vencidas. Pero incluso en el momento de mayor euforia cabía la pregunta obligada: ¿Y si el pronóstico de los optimistas estaba más basado en wishful thinking que en la realidad circundante? Porque muchos asumían que las reformas que el país necesitaba no habían ocurrido por la falta de consenso entre la clase política, y lo único que faltaba era una visión común y una voluntad compartida. El problema con este argumento es que minimizaba la complacencia de la élite política y económica con el statu quo. Subestimaba las ataduras con las cuales Peña Nieto llegó a Los Pinos y cuán acorralado iba a gobernar. No le daba el peso suficiente a los compromisos que el mexiquense había adquirido con los poderes fácticos y cómo buscarían cerrarle el paso. Presuponía que Peña Nieto tendría tanto el poder como la voluntad de encarar los intereses que lo encumbraron.

			Para emprender el proceso de “Peñastroika” que algunos auguraban y otros querían ver, el nuevo presidente tendría que haber desarticulado los intereses que lo llevaron al poder. Las televisoras. La gerontocracia sindical. Los monopolios empresariales. Las bases corporativas del PRI. Todos los cómplices del capitalismo de cuates que el priismo engendró y del cual sigue viviendo. Todos los “centros de veto” que impiden el regreso de una presidencia omnipotente pero también sabotean la posibilidad de una presidencia eficaz. Es cierto, México necesitaba una narrativa creíble de futuro. Pero para escribirla el PRI tendría que dejar de ser lo que había sido y el PAN convertirse en lo que nunca ha logrado ser. Partidos capaces de plantar un nuevo paradigma sobre la necesidad de crecer y prosperar. Y al frente de ellos, un presidente con la voluntad de reformar a pesar de las presiones para evitarlo.

			Peña Nieto había heredado algunas condiciones favorables. La política macroeconómica del calderonismo que convirtió a México en un archipiélago de estabilidad en medio de la crisis global. El crecimiento económico a un ritmo relativamente bajo pero sostenido, y mayor en 2012 que el de Brasil. Una reforma política que incluía temas como las candidaturas ciudadanas y otras formas de participación política. La política comercial que estaba convirtiendo a México –según la revista The Economist– en uno de los principales exportadores a Estados Unidos para 2018: “Made in China” se estaba convirtiendo gradualmente en “Made in Mexico”. 

			Pero el nuevo gobierno cargaba también con un legado tóxico; fardos pesados que Felipe Calderón dejó tras de sí. Los más de 63,000 muertos de la guerra emprendida contra el narcotráfico y el crimen organizado, hecho que opacó cualquier otro logro, y lo llevó a ser recordado como el presidente del sexenio más violento desde tiempos revolucionarios. El predominio creciente de Joaquín “El Chapo” Guzmán y cómo pareció volverse intocable en el sexenio calderonista. Los 56 periodistas ejecutados y los 13 desaparecidos. La obsecación personal de Calderón con una estrategia de seguridad contraproducente, que contribuyó a la dispersion de los cárteles y su incursión en otros ámbitos de actividad criminal. Franjas del país ingobernables, controladas por cárteles, grupos criminales, autodefensas y brigadas de mercenarios. La política de telecomunicaciones que no empujó la competencia, el crecimiento y la competitividad en un sector clave, y que acabó por beneficiar a Televisa. El aumento en la pobreza, según el último reporte de la Coneval al finalizar la gestión calderonista. La alianza político-electoral con Elba Esther Gordillo, que llevó a la subordinación gubernamental a los imperativos del sindicato. Un sexenio “valiente” del cual el gobierno se vanaglorió, pero que dejó al país en medio de una violencia que producía gran zozobra. Un Partido Acción Nacional sin rumbo, sin liderazgo, sin proyecto, sin una ruta para regresar al poder que torpemente ejerció. Y finalmente el regreso del PRI a Los Pinos, sin haberse modernizado y sin haber dado muestras claras de qué quería y cómo hacerlo.

			Peña Nieto enfrentaba también una larga lista de pendientes. El imperativo de una política económica que se centrara en el crecimiento acelerado como primera prioridad. Una política de seguridad que se abocara a reducir la violencia antes que a combatir las drogas, y una visión integral que abarcara no sólo la reducción de la criminalidad, sino reformas significativas al sistema judicial y penitenciario. Una visión pro-competencia que obligara a los “campeones nacionales” en telecomunicaciones, cemento, alimentos y medicinas a competir, a innovar, a reducir precios, a beneficiar a los consumidores por encima de los productores. Una política anticorrupción que fuera más allá de la creación de comisiones cosméticas, sin dientes y sin alcances claros. Una política educativa que le devolviera al Estado la rectoría que perdió y obligara a los maestros a la evaluación continua, de la cual dependería su sueldo, ascenso y permanencia. La creación de un equilibrio fiscal justo, eficaz y sostenible. Un presidente capaz de entender que el Estado sólo sería eficaz cuando pudiera domesticar a los poderes fácticos que lo acorralan. Y un equipo de gobierno que no concibiera al gobierno como un lugar para la distribución del botín.

			PACTO CON EL DIABLO

			Pareció por un momento que eso iba a ocurrir. En los primeros tiempos del peñanietismo amanecimos en el país perfecto. Un lugar de buen tono y buenas maneras. Un sitio de gobernabilidad y civilidad. Donde la política se volvió un asunto de pactos y abrazos y apretones de manos captados por las cámaras, en un recinto histórico. Donde la política, repentinamente, estaba por encima de las pasiones partidistas y los intereses egoístas. Donde todos los líderes eran honrados y transparentes, civilizados e incluyentes. El país del “Pacto por México”, que le daría certeza y rumbo, insistían. Que reivindicaría lo público ante lo fáctico, aseguraban. Que consolidaría a México como una democracia eficaz, prometían quienes buscaban el consenso a toda costa. Allí estaban todos los que se odiaban, sentados en la misma mesa, mirándose a los ojos.

			Sonriendo mientras ofrecían acabar con la pobreza, defender a los indígenas, invertir en el campo, financiar la seguridad social universal, crear un seguro de desempleo, inaugurar un seguro de vida para jefas de familia, licitar dos cadenas de televisión abierta, modernizar la educación. Todas ellas, medidas loables. Todas ellas, propuestas aplaudibles. Noventa y cinco promesas que tenían el objetivo de pavimentar un piso común, cuyo objetivo declarado era pactar para avanzar, consensuar para despabilar, negociar para mover a México en vez de rendirse ante su parálisis. Y de allí el entusiasmo que suscitó el Pacto y los vítores que acompañaron su aprobación. En México, de cara a los problemas persistentes, la respuesta fue negociar hasta el cansancio, civilizar a los contrincantes, anunciar grandiosos pactos, forjar acuerdos sin precedentes entre adversarios recalcitrantes. 

			Cada una de las fuerzas políticas tenía sus propias razones para pactar. Enrique Peña Nieto para demostrar que podía confrontar a la televisión que contribuyó a crearlo; Gustavo Madero para demostrar que podía distanciar al PAN del calderonismo que ayudó a sabotearlo; Jesús Ortega para demostrar que podía rescatar al PRD del oposicionismo testimonial que llevó a marginarlo. Incentivos distintos, objetivos comunes; metas diferentes, pasos compartidos. Para los tres, el viaje era el destino. La travesía era la meta. Poco importaba si los panistas compartían la idea de un Código Penal único o no. Poco importaba si el PRD quería que todos los hidrocarburos permanecieran en manos de la Nación o no. Poco importaba si el PRI realmente creía en un censo nacional de maestros o no. Bastaba con que participaran en la plática. Más allá de los resultados estaban los consensos.

			El consenso aplaudido. El acuerdo admirado. El “Pacto por México” celebrado por las reformas que aprobó, los cambios que avaló, las transformaciones que encaminó. El gran triunfo político de la presidencia de Enrique Peña Nieto que lo consagró en la prensa internacional como un reformista comprometido, el salvador del país. El gran instrumento legislativo para remontar la parálisis que había impedido a sus predecesores mover a México. Pero como argumentaron José Merino y Jessica Zarkin en el estudio “Eficacia y democracia: la reconcentración del poder en México”, el Pacto no fue como lo pintaron. Tuvo y tiene su lado oscuro. Tuvo y tiene sus características contraproducentes. Significó priorizar la eficiencia sacrificando atributos de la democracia. Implicó pactar con el diablo.

			Como siempre que las élites políticas del país llegan a acuerdos, con objetivos distantes de los ciudadanos a los cuales representan. Con soluciones mexicanísimas que en este caso entrañaron compartir el poder de otra manera entre élites partidistas, pero no repartirlo de otra manera entre los electores. El “Pacto por México” generó mayorías legislativas pero no una mayor rendición de cuentas. Operó dentro del sistema político preexistente, pero no lo modificó para que funcionara mejor en nombre de la población. El Pacto ayudó al presidente, pero no al Congreso; de hecho los legisladores en los dos años de la LXII Legislatura desaparecieron como actores principales. Los diputados no llevaron al recinto legislativo las preocupaciones de sus representados. Se limitaron a discutir y publicar la agenda de Enrique Peña Nieto, recibiendo pagos por ello. Se volvieron sus amanuenses. Se convirtieron en sus escribanos.

			El rendimiento de la LXII Legislatura llevó a 3 % de iniciativas de ley publicadas, de las cuales más de 50 % provinieron del Poder Ejecutivo. De las 92 iniciativas de ley publicadas en el Diario Oficial de la Federación, 50 las presentó el Ejecutivo Federal. La agenda se concentró en sus iniciativas, en sus propuestas, en su visión. Al margen quedaron los representantes electos que deberían haber planteado sus propias iniciativas y peleado por ellas. En lugar de ello simplemente avalaron las del presidente, y dejaron morir las suyas. Basta con mirar su desempeño. En el segundo año de la legislatura, del 100 % de las iniciativas individuales presentadas por un diputado, no fueron publicadas 99 % de las del PAN; 99 % del MC; 99 % del Panal; 98 % del PRD; 98 % del PVEM.

			Así quedó anulado el trabajo legislativo de los diputados. Así acabó reconcentrada la agenda en el Ejecutivo. Así presenciamos tras bambalinas, o con base en “bonos”, una negociación que impidió analizar el proceso de construcción de esa agenda y asignar responsabilidades sobre cómo emergió. El “Pacto por México” creó un Poder Legislativo atrofiado que no actuó como debió hacerlo en la formulación de leyes. Dejó como legado un electorado que, como no tiene acceso a mecanismos de rendición de cuentas por parte de la clase política, queda excluido de la discusión pública. Ni siquiera tiene forma de incidir en ella. La “solución” mexicana para “mover” al país sacrificó la representación. Minó el equilibrio de poderes. Afectó, para mal, la deliberación y la salud de la democracia.

			Habrá quien diga que el fin justifica los medios. Para forjar mayorías legislativas había que convertir a los diputados en títeres que voluntariamente se colocaron los hilos que el presidente después jaló. Para aprobar reformas necesarias había que hacerlo velozmente y de esa forma evitar las resistencias que suscitarían. Pero en el camino fuimos construyendo un contexto contraproducente para el funcionamiento del sistema político. Un contexto en el cual lo aprobado no fue lo suficientemente discutido; lo aprobado no fue aquello que los propios diputados, impulsados por sus electores, llevaron a la Cámara; lo aprobado no formó parte de una agenda legislativa vigorosa sino más bien reflejó la voluntad presidencial.

			O más preocupante aún. La democracia a través de los pactos no es un fin en sí misma; es un medio para alcanzar ciertos fines, y los fines que tenía en mente Enrique Peña Nieto debieron mirarse con un sano escepticismo. Porque el Pacto tenía un objetivo claro: compactar al poder y recentralizarlo; fortalecer al Estado y revigorizar su intervención. Por ello el énfasis en los poderes fácticos y el imperativo de domesticarlos. Por ello la incorporación de una frase definitoria que resumía por qué los partidos pactaban y para qué: “La creciente influencia de los poderes fácticos frecuentemente reta la vida institucional del país y se constituye en un obstáculo para el cumplimiento de las funciones del Estado mexicano.”

			Todos estaban de acuerdo: lo que el Estado había perdido, los poderes fácticos lo ganaron. Lo que Elba Esther Gordillo había arrebatado, el Estado había cedido. Lo que Carlos Slim había extraído, el Estado no había logrado recuperar. De allí que la propuesta común fuera fortalecer a un Estado debilitado por la democratización, doblegado por la feudalización, diezmado por la faccionalización. Un Estado que, en realidad, Peña Nieto quería recuperar para él y para el PRI. Y lo paradójico es que la oposición panista y perredista le ayudaron a hacerlo. Pactando. Concertando. Construyendo una presidencia concentradora del poder que Enrique Peña pretendía resucitar. Y como Fausto con Mefistófeles, vía el “Pacto por México”, los diputados de oposición le vendieron su alma al diablo. Quizá lo hicieron a cambio de riqueza, poder y longevidad política, sólo para después entender que entregaron todo a cambio de poco o nada.

			Consensaron la reinvención de un acuerdo construido sobre los cimientos de un Estado clientelar, intervencionista, discrecional. Un pacto de élites más preocupadas por sí mismas que por los ciudadanos a quienes debían representar. Un pacto que quería arrebatarle a los intereses atrincherados el poder que habían adquirido, pero no para redistribuirlo entre la sociedad. De lo que se trataba era de erigir de nuevo al Estado fuerte: generoso pero patrimonialista, dadivoso pero depredador. Un Ogro Filantrópico, como lo bautizó Octavio Paz, pero ogro al fin.

			OGRO FILANTRÓPICO RELOADED


			Ese objetivo guio la reforma fiscal de Peña Nieto. Una reformita. Un curita. Un parche. Algo que no resolvió el problema de fondo sino que colocó un alivio temporal sobre él. Así fue la reforma hacendaria promovida por Enrique Peña Nieto. Así debe interpretarse. No como una gran iniciativa sino como una pequeña intervención. No como algo que iba a revolucionar la relación del contribuyente con el Estado, sino como algo que la perpetuaría tal y como está. No como la renegociación del pacto fiscal prevaleciente, sino como la continuación del que ya existe. Con la misma “petrolización”, con la misma elusión, con la misma base de contribuyentes cautivos. Peña Nieto no buscó cambiar el acuerdo fiscal actual basado en pocos ingresos, mucho gasto y el uso de la renta petrolera para cubrir los huecos. Quiso darle respiración artificial.

			Mediante el acotamiento de los regímenes especiales y la eliminación del IETU y el impuesto a las gasolinas y el aumento al ISR para personas físicas de altos ingresos y el gravamen para ganancias en el Bolsa y el límite de las deducciones personales y la homologación de las tasa fronteriza del IVA y el pago de intereses sobre hipotecas. Pero todo ello no resolvió el reto de la baja recaudación en México. Todo ello no curó la enfermedad de un Estado que recauda poco y gasta mal. Nuestro pacto fiscal inequitativo, precario y petrolizado sigue intacto. Porque Peña Nieto decidió subir las tasas impositivas a los cautivos en vez de la eliminación completa de privilegios. Porque la reforma buscó construir apoyos sociales al no incluir un alza de impuestos para 80 % de la población que gana menos de 5 salarios mínimos. Fue una reforma que quería seguir apuntalando al Estado gastalón. Fue una reforma del Ogro filantrópico reloaded.

			Su objetivo no era detonar el crecimiento económico sino seguir financiando el gasto. Su meta no era racionalizar lo que el Estado distribuye, sino asegurar que pudiera seguir haciéndolo. Sí golpeó a la clase empresarial al reducir algunos privilegios como el régimen de consolidación fiscal. Sí eliminó algunos regímenes especiales y tratamientos preferenciales. Pero no fue una reforma que contemplara el fin de amplios espacios para la corrupción, que entrañara acabar con todas las lagunas y los huecos y las evasiones, que intentara despetrolizar los ingresos del Estado o racionalizar su uso. De allí que se haya quedado corta. De allí que constituyera tan sólo un afán recaudatorio y no un esfuerzo verdaderamente redistributivo. De allí que reflejara a un Estado que quería intervenir más sin que eso implicara recaudar mejor o gastar con más transparencia. Porque lo que sí contempló la reforma era gastar. Y gastar. Y seguir gastando. 

			Aunque la reforma fiscal contempló algunos procesos de mayor control del gasto –como centralizar el pago de la nómina en educación– en realidad incluyó pocos candados. No hubo forma de enfrentar el pago de las partidas presupuestales que más crecen, como el pago a pensiones de trabajadores del gobierno. No hubo manera de reducir el exceso de recursos con los que cuentan los partidos políticos. Lo que sí hubo fue un incremento del gasto per se. Lo que sí quedó claro es que el gasto neto público alcanzó un máximo histórico. Y el problema es que no sabemos si los recursos adicionales se fueron a los bolsillos de los burócratas o a la construcción de carreteras. Si se usaron para comprarle otro departamento a Carlos Romero Deschamps o para impulsar la movilidad social de sus agremiados. Presenciamos una expansion importante del gasto estatal. Vimos cómo empujaba los límites de su endeudamiento sin controles, sin supervision, sin racionalización.

			La reforma no resolvió los dilemas generados por unos impuestos insuficientemente recaudados, por un gasto ineficientemente asignado, por unos recursos públicos lamentablemente distribuidos. Aquí se gasta más de lo que se obtiene y el resto se cubre con la renta petrolera e impuestos sobre la gasolina. Además, existen amplios espacios para la corrupción de quienes están conectados con el poder. Somos un país de lagunas y huecos y privilegios y evasiones. Somos un país rico con un Estado pobre. Como lo explica Carlos Elizondo en su libro, Con dinero y sin dinero, tenemos un Estado frágil con una baja capacidad recaudatoria. Tenemos un Estado ineficiente con una baja capacidad para hacer que se cumpla la ley. El Estado quiere cobrar y no puede. Necesita recaudar y no logra hacerlo. Pero al mismo tiempo gasta mucho y de mala manera. Desviando recursos y politizándolos. Beneficiando a ciertos grupos y premiándolos. Los burócratas y los líderes sindicales y los oligarcas empresariales y los dirigentes políticos se benefician de un equilibrio inequitativo pero auto-sustentable. Un equilibrio perverso pero autoperpetuable.

			Nuestro pésimo pacto fiscal beneficia a un Estado que no usa el gasto público para el crecimiento o para el bienestar o para promover el interés público. A un Poder Ejecutivo que “adecúa” el presupuesto durante su ejercicio, al hacer ampliaciones y reducciones al margen de lo aprobado por los legisladores. A un presidente que se vale de lo que el reporte llama un “presupuesto paralelo” o “suplementario” que no se procesa por las vías institucionales apropiadas. A un gobierno gastador que no logra elaborar presupuestos realistas en el cual las “ampliaciones” presupuestales se van al rubro de Ramos Generales, es decir el pago a sindicatos y a gobernadores y a pensionados. En el cual no sabemos a qué programas o proyectos se asignan los excedentes derivados de la renta petrolera o con qué criterios son elegidos. Y ante ello la más absoluta falta de control por parte del Congreso o de la Auditoría Superior de la Federación, que no pueden intervenir en el ejercicio del presupuesto. Sólo pueden revisarlo cuando ya se gastó y de mala manera.

			Permitiendo así decisiones discrecionales. Desviaciones que merman el impacto del gasto. La corrupción de un gobierno que recauda más y gasta más, como quiere, cuando puede, donde se le da la gana. En los primeros cinco años del sexenio de Peña Nieto ‒según México Evalúa‒ el gasto del gobierno federal superó el presupuesto aprobado en más de 1.4 billones de pesos; en cada uno de esos años, en promedio, se erogaron alrededor de 293 mil millones más de los autorizados. Ese malgasto se canalizó principalmente vía rubros opacos como el Ramo 23 para premiar a amigos y estrangular a enemigos: bajo Peña Nieto el Estado de México recibió máximos históricos en años electorales mientras que Chihuahua fue un estado castigado en 2017, cuando recibió 22 veces menos de los que obtuvo en 2016. No se gasta por política pública sino por afinidad política. 

			Lo mismo ha ocurrido con el Fondo de Estabilización de Ingresos Petroleros, que debería crear un colchón para generaciones futuras, pero termina armando cochinitos para políticos actuales. Un Fondo sin mecanismos de asignación de gastos explícitos y transparentes. Un Fondo con erogaciones que se aprueban sin conocer los proyectos y los programas en los que se gastará. Usado para la adquisición de relojes Rolex para Carlos Romero Deschamps y la compra de bolsas Louis Vuitton para su hija Paulina. Un gasto federalizado que, según la Auditoría Superior de la Federación lleva a malas gestiones, año tras año. 

			Un hoyo negro al cual ingresan rutinariamente cientos de millones de pesos adicionales a lo aprobado. Creado por una SHCP que debería reportar variaciones del gasto mayores a 5 %, pero nunca lo hace. Creado por la ausencia de un monitoreo necesario y normatividades eficaces. Creado por recursos públicos canalizados con fines políticos o electorales, como los utilizados en la Cruzada Nacional Contra el Hambre de Peña Nieto. 

			Las estrategias peñanietistas de combatir a la pobreza se parecieron mucho a las políticas de su predecesor, Carlos Salinas de Gortari. El objetivo era asegurar clientelas y también crear condiciones políticas para una mayor liberalización económica. Se trataba de privatizar y compensar, abrir y construir apoyo clientelar, sacar al Estado de ciertas áreas de la actividad económica pero aumentar su intervención en otras. La Cruzada Contra el Hambre fue el Programa Nacional de Solidaridad, reinventado, con las mismas irregularidades. Al igual que Pronasol, la Cruzada peñanietista no representó una transferencia de recursos de largo plazo que elevara el ingreso de sus beneficiarios. Al igual que Pronasol, los criterios para la asignación de despensas estaban electoralmente motivados. Al igual que Pronasol, la Cruzada proveyó compensación selectiva a poblaciones que estaban en el centro de la contienda electoral. Al igual que Pronasol, la estrategia de Peña Nieto mitigó el impacto de la pobreza pero no se centró en sus causas estructurales.

			Como lo aprendimos a través de los años del Pronasol, la capacidad limitada del Estado para aliviar pobreza es producto de esfuerzos que acaban por politizarla, como lo descubrió el periodismo independiente de Animal Político al documentar el desvío de fondos vía Sedesol. Al responder a imperativos electorales, y centrarse en poblaciones que no son las más pobres, la Cruzada Contra el Hambre colocó un énfasis desproporcionado en los pobres urbanos y operó en función de criterios que poco tienen que ver con el alivio a la pobreza. Aunque la Cruzada logró proveer una red de seguridad social mínima –a través de la selectividad social de un subsidio– esa entrega no estuvo libre de ataduras partidistas y clientelares. Al canalizar recursos sin vigilancia, el PRI pudo atender las demandas sociales a nivel local, pero sin rendir cuentas sobre su actuación. Pudo dar y repartir, regalar y subsidiar. Pudo entregar despensas y cosechar votos.

			Como lo reportó el periódico Reforma, la Cruzada contra el hambre no consideró a municipios que sufrían extrema pobreza, pero sí localidades que enfrentaban elecciones competidas. No hubo apoyo para Batopilas, Chihuahua, pero sí para Torreón, Coahuila. No hubo dinero para Zirándaro, Guerrero, pero sí para Cancún, Quintana Roo. Tal y como ocurrió con el “programa estrella” de Carlos Salinas de Gortari, la Cruzada estuvo basada en criterios discrecionales y politizados, no en lineamientos claros y apartidistas. No buscó ayudar a los que menos tienen sino a los que más votan. No buscó aliviar la pobreza sino producir rendimientos políticos. La Cruzada Contra el Hambre –como el Programa Nacional de Solidaridad en su momento– sólo indicó que quienes gobiernan a través de la manipulación se han vuelto más adeptos para usarla.

			CUATITID CORROSIVA

			En el sexenio de Enrique Peña Nieto la protección a los intereses particulares fue cada vez más obvia. Cada vez más evidente. Cada vez más contraproducente. Porque cuando el Estado claudica, los intereses privados se imponen día tras día, decisión tras decisión, como lo hicieron en el Senado, donde se aprobó la llamada “Ley Peña-Televisa” con 80 votos a favor: 50 del PRI, 23 del PAN, 5 del PVEM, 1 del PT y 1 del PANAL. Allí estuvo el sometimiento, reflejado en la postura de los legisladores frente a las televisoras. En la posición de los senadores cercanos a Felipe Calderón, que siguieron dándole a Televisa todo lo que quiso, al igual que en su sexenio. En el esfuerzo por reducir la autonomía del órgano regulador, el Ifetel, que había sido creado precisamente vía el “Pacto por México” para mejorar la regulación en el sector.

			En el tema de la televisión, Peña Nieto ni siquiera fingió mejorarla en nombre del interés público; demostró ser el protector de intereses particulares. Promovió el enquistamiento de privilegios antidemocráticos en un país que ha sido paralizado por ellos. Promovió el debilitamiento de órganos reguladores por quienes querían limitar su función. Promovió el diseño de leyes cuya intención no era beneficiar al país sino a quienes intentaban gobernarlo como siempre. Las televisoras propusieron y el Estado dispuso. Al empujar iniciativas que abiertamente iban en contra de las mayorías, evidenció los enclaves privilegiados de las minorías.

			Al inicio del sexenio peñanietista se nos aseguró que esto iba a cambiar a través de la nueva Ley Federal de Telecomunicaciones. Las reformas constitucionales en el sector prometían que el país recuperaría el dominio sobre bienes concesionados. Que quienes los explotan estarían sujetos a normas y no podrían simplemente actuar a su libre albedrío. Que el Ejecutivo no sería capaz de otorgar concesiones a sus cuates como solía hacerlo a través de personajes como Emilio Gamboa. Que las agencias reguladoras, como el nuevo Ifetel, tendrían la suficiente fuerza para asegurar el cumplimiento de sus resoluciones. Que podrían imponer multas cuantiosas a quienes no acataran los términos de su concesión. Que prevalecería el interés público por encima de los intereses de Emilio Azcárraga o Ricardo Salinas Pliego.

			Hasta la reforma constitucional en telecomunicaciones aprobada en 2014, todos habían sido responsables. Todos habían sido omisos. Todos habían sido cómplices. Presidentes y secretarios de Estado y diputados y senadores responsables de permitir que los bienes concesionados del país, como el espectro radioeléctrico, hubieran quedado en manos de unos cuantos. Responsables de permitir que, desde la pantalla, dos conglomerados manipularan y tergiversaran y distorsionaran la realidad nacional. Responsables de que Televisa y TV Azteca hubieran obtenido y siguieran desplegando el poder de intimidar. El poder para someter a representantes legítimos, capturar a órganos reguladores, desaparecer del lente todo aquello que contravenía a sus intereses. Recortar las conciencias para que se ajustaran al tamaño de la pantalla.

			Una realidad que se construyó en los años cincuenta, se agravó en el sexenio de Carlos Salinas, se institucionalizó en el de Vicente Fox y se trató de remediar con la reforma a la Ley Federal de Telecomunicaciones. El poder que las televisoras fueron acumulando y utilizando. El chantaje creciente que la clase política se vio dispuesta a aceptar. Los esfuerzos, inconclusos para regular, contener, domesticar. Someter a las televisoras a la ley en lugar de permitir que se colocaran por encima de ella.

			Y de pronto, la sacudida de #YoSoy132. La demanda de la democratización de los medios. El señalamiento a Televisa y a TV Azteca como poderes manipuladores y tendenciosos. La denuncia del arribo de una “telebancada” al Congreso, conformada por 18 “telelegisladores”. El impulso con el cual algunas fuerzas políticas, principalmente el PRD, acogieron la encomienda de reformar la ley. Encarar la tarea pendiente. Confrontar a los poderes fácticos como parte del espíritu fundacional del “Pacto por México”. Llegar al acuerdo para reestructurar los cimientos de un andamiaje mediático que había sido inmune a la competencia y razón central detrás de nuestra democracia disfuncional.

			Pero los senadores y los diputados estaban demasiado ocupados repartiendo el pastel petrolero y hacendario como para aprovechar la oportunidad que abrió la reforma constitucional en telecomunicaciones. No se dieron cuenta de que ésta era la guerra correcta, en el lugar correcto, contra el enemigo correcto. Y en lugar de pelearla, aprobaron una legislación secundaria que minó el espíritu de la reforma constitucional. Televisa y el gobierno de Enrique Peña Nieto y 80 legisladores cogidos de la mano, le devolvieron a la Secretaría de Gobernación facultades de supervisión, monitoreo, reserva gratuita de canales, verificación y sanción de las transmisiones. Le dieron a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes la capacidad de opinar en materia de prórroga de concesiones. Le quitaron al Ifetel la capacidad de llevar a cabo sus atribuciones en el tema de competencia en telecomunicaciones. Le negaron a las audiencias los derechos que deberían tener. Incrementaron escandalosamente los tiempos de publicidad y otorgándole al Ejecutivo tiempos adicionales a los que ya tenía el Estado. Marginaron aún más a las radios comunitarias e indígenas. Impidieron que las instituciones públicas de educación superior que cuentan con medios ‒como TV UNAM, Radio Educación, Canal 22, Canal 11 o IMER‒ recibieran presupuesto adicional para enfrentar los retos de la modernización tecnológica.

			Aprobaron una ley que en lugar de fomentar la competencia, la inhibió. Que en vez de resistir la posibilidad de censura, la permitió. Que en vez de poner límites a la rapacidad privada, renunció a hacerlo. Que en vez de sentar los lineamientos para una televisión moderna, plural, de buena calidad, los ignoró. El Estado optó por claudicar, de nuevo. Y fue una claudicación promovida por quienes no encontraron otra manera de proteger sus intereses más que poniendo el gobierno a su servicio. Ochenta senadores que votaron como lo hicieron, violando la Constitución al cerrar los ojos ante la propiedad cruzada y la preponderancia de facto y el enlazamiento de la televisión con negocios como la telefonía, los casinos, los espectáculos y el deporte. Paso a paso, crearon un gobierno que se veía coludido, comprado, lejos del país que se movía en la dirección correcta. Voto tras voto, crearon un gobierno que no entendió por qué debía actuar en nombre de la población o, al menos, fingir que lo hacía. Ochenta senadores y un presidente construyendo un gobierno que transparentó cómo se ejerce el poder en México: para pocos.

			El gobierno de Peña Nieto estuvo dispuesto a permitir la tergiversación en el contenido y la instrumentación de reformas, como la fiscal y la de telecomunicaciones, para asegurar la aprobación y el éxito de la que realmente quería. La que esperaba sería catalizador del crecimiento. La que cimentaría la narrativa modernizadora sobre México: la reforma energética. Una reforma indispensable dado lo que se hacía con los recursos de Pemex. El chofer de Carlos Romero Deschamps apostando miles de pesos en el Hipódromo de las Américas, sacando fajos de 500 y mil pesos para jugar cada vez que quería. Muestras diarias del despilfarro, del desvío de dinero. La mendacidad de una historia en la cual a los mexicanos se les hizo creer que el petróleo era suyo cuando quedaba en manos del sindicato. De los burócratas. De los gobernadores. De los contratistas. De un gobierno despilfarrador. Por eso la necesidad de una buena sacudida. Por eso la importancia de un cambio profundo en nuestra forma de pensar sobre Pemex, como el que ofreció el estudio del Instituto Mexicano para la Competitividad: “Nos cambiaron el mapa: México ante la revolución energética del siglo XXI.”

			Un estudio que exhibió el atraso. El costo de mantener el statu quo. El costo de mantenerse al margen de una revolución energética global de la cual México no había formado parte. Estancados, año tras año, en el mismo lugar en el Índice Global de Competitividad porque no habíamos creado las condiciones para que la economía despegara. Y el petróleo es una parte clave de ese mapa que nos llevaba a ninguna parte. En los últimos 30 años las reservas probadas de crudo han crecido casi 2.5 veces. Como afirma el estudio, se ha roto el paradigma de la era del fin del petróleo. Es y seguirá siendo la principal fuente de energía en el mundo en las décadas por venir. Pero lo que es cada vez más evidente es la dificultad para encontrar y explotar esos recursos. Estamos transitando de la era del “petróleo fácil” a la del “petróleo difícil”, y sólo los países con la capacidad de desarrollar la tecnología de punta y el talento para lidiar con este nuevo entorno lo podrán aprovechar. Estados Unidos lo está haciendo ya y es probable que se convierta en exportador de crudo en las próximas dos décadas, obligando a México a buscar nuevos mercados. Pero aquí, mientras tanto, seguíamos desaprovechando nuestro potencial. Perdiendo el tiempo. Canalizando más recursos a los bolsillos de Carlos Romero Deschamps y sus allegados que a los bolsillos de los mexicanos. Transfiriéndole al gobierno dinero de Pemex que debería obtener mediante una reforma fiscal.

			Necesitábamos una reforma energética que no privatizara el petróleo pero que sí permitiera las asociaciones estratégicas y la liberalización del mercado de los energéticos. Una reforma energética que desatara a Pemex de los amarres ideológicos, del estrangulamiento del sindicato, de la explotación fiscal del gobierno. Una reforma energética que integrara a México a la revolución energética en Norteamérica y llevara al país a formar parte integral de ella. No se trataba de descubrir el hilo negro sino de aprovechar las lecciones que ofrecen otros países que manejan mucho mejor su petróleo que México. Países como Arabia Saudita, Cuba, Brasil, Colombia, Noruega y Canadá que han reformado sus sectores de hidrocarburos de manera flexible y pragmática. Para atraer inversión privada o extranjera. Para crear marcos regulatorios eficaces y robustos. Para permitirle al operador estatal ‒como Statoil en Noruega‒ mantener la rectoría sobre los recursos pero maximizar eficazmente la renta petrolera. 

			Pero mientras todo esto ocurría, México vivía atrapado en el pasado: experimentando un marcado deterioro en los niveles de producción y reservas privadas; permitiendo la baja eficiencia y confiabilidad de las plantas de refinación; permitiendo la canibalización de Pemex por líderes sindicales y contratistas y funcionarios gubernamentales y todos los que financian la corrupción con el oro negro. Un modelo, un mapa de petróleo que ya no servía a las necesidades del país. Lo estrangulaba.

			De allí la importancia de eliminar el monopolio constitucional de Pemex en la exploración y explotación de hidrocarburos. Convertirlo en una verdadera empresa con criterios de maximización de valor. Establecer lineamientos de transparencia y rendición de cuentas para vigilar el desempeño de nuevos operadores. Permitir la inversión privada en refinación, transporte y distribución del petróleo. Propuestas que merecían ser analizadas, ampliadas, públicamente examinadas, para que ya no prevaleciera la mentira de que el petróleo era de los mexicanos, cuando en realidad se volvió de unos cuantos que se lo embolsaban.

			Pero la reforma de Peña Nieto encaró estos temas de manera incompleta y peligrosa, mediante una “bala de plata”: percibió a la inversión privada como el instrumento mágico capaz de combatir a las brujas del sindicalismo, a los vampiros del corporativismo, a los fantasmas de la corrupción. En su búsqueda desesperada por matar al Hombre Lobo ‒el estatismo estrangulador‒ corrieron el riesgo de repetir los mismos errores del pasado y dejar vivo al mal mayor: la estructura del capitalismo mexicano y las bestias reales que ha engendrado.

			En el tema de la reforma energética, demasiados políticos y analistas e inversionistas centraron la mira en el blanco más fácil. Recomendaron balas de plata contra los sindicatos y no repararon en la complicidad gubernamental que les ha permitido obtener el poder que gozan. Denostaron los privilegios que obtienen el SME y el SNTPRM sin reconocer que ha sido el propio gobierno quien los ha otorgado. Excoriaron la rapacidad de los monopolios públicos y no tomaron en cuenta la débil regulación que explica la misma rapacidad de los privados. Promovieron la inversión privada como panacea sin comprender que si no cambiaban las reglas de su participación, la supuesta cura resultaría más dañina que la enfermedad. La bala de plata que tantos solicitaban no traería consigo los beneficios anunciados, sino nuevas oportunidades para el capitalismo de cuates.

			Nadie dudaba que Pemex requería convertirse en una empresa moderna, eficiente, competitiva. Nadie que haya vivido sin luz durante 24 horas seguidas podría negar lo mismo en el caso de las empresas estatales encargadas de la electricidad. Nadie disputaba la necesidad de bajar los precios de gas y gasolina. Pero lo imperativo era pensar de manera cuidadosa cómo modernizar al sector energético sin privatizar las rentas que produce. Cómo extraer la riqueza petrolera sin traspasarla de unos cuantos a otros pocos. Cómo garantizar la fortaleza financiera de Pemex sin –de paso– contribuir a la construcción de más fortunas extractivas al estilo de Carlos Slim. Cómo fomentar la inversión en un sector clave sin que acabara fortaleciendo la concentración que el país padece en tantos otros ámbitos. 

			Porque sí hubo cambios sustanciales. La modificación de la Constitución y de las leyes secundarias. Los esquemas de coinversión. Las asociaciones público-privadas para la explotación en aguas profundas. La apertura de la actividad petrolera al capital nacional e internacional para inyectar dinero y tecnología. Ninguna de estas ideas era intrínsecamente mala y en su conjunto partían de una premisa irrebatible: el sector energético necesitaba recursos y era necesario obtenerlos de algún lado, dado que la Secretaría de Hacienda no estaba dispuesta a sacrificar los ingresos que Pemex le provee. 

			El problema residió en lo que no se contempló, lo que no se propuso, lo que no se debatió, lo que no se sometió a consideración. Aquello que la clase política y empresarial eludió: la promoción de la competencia real, la necesidad de la regulación, la protección a los consumidores, el imperativo del interés público. Medidas que países exitosos como Inglaterra y Nueva Zelanda y el estado de Texas tomaron cuando privatizaron sus empresas energéticas, bajo la tutela de órganos reguladores eficaces, poderosos, capaces de dictar reglas competitivas entre nuevos jugadores. Aquello a lo cual el gobierno de Enrique Peña Nieto necesitaba abocarse si quería transformar el horizonte económico del país de manera estructural: la construcción de mercados energéticos que beneficiaran a los mexicanos y no sólo a las empresas que presionaron para abrir el sector, con la intención de expoliarlos allí también.

			Basta con examinar las privatizaciones que se llevaron a cabo durante el periodo salinista para entender el tamaño de los errores cometidos. La profundidad de las rectificaciones requeridas. Como argumenta el reporte del Banco Mundial, “Gobernabilidad democrática en México: más allá de la captura del Estado y la polarización social”, las reformas de los años noventa en teoría buscaban lo mismo que las reformas peñanietistas prometían: fomentar la eficiencia económica, atraer el capital extranjero, aumentar los ingresos fiscales, promover la competencia. Pero en muchos casos –como el de la banca y las telecomunicaciones– las reformas sólo produjeron mayor concentración de los mercados y menor competitividad de la economía. Las privatizaciones sólo significaron un cambio de dueño. Fueron procesos amigables para las élites y dañinos para los consumidores.

			La bestia del capitalismo de cómplices sobrevive gracias a la ausencia de agencias reguladoras ‒fuertes, independientes, autónomas‒ que puedan contener a quienes han podido establecer “posiciones dominantes” en un sector tras otro. La bestia del capitalismo oligopólico persiste gracias a la falta de leyes de competencia con dientes, capaces de imponer multas multimillonarias a quienes las violan. La bestia del capitalismo corporativo existe gracias a una forma de gobernar a México en la cual los intereses creados diseñan la política pública en vez de ser sometidos a sus directrices. Por ello la reforma energética no ha sido una señal más clara de avance dada la debilidad de las condiciones regulatorias que la rodean, y la cuatitud que corroe su credibilidad y efectividad.

			¿O qué decir sobre uno de los casos más explosivos y el menos explorado? OHL y el Circuito Exterior Mexiquense, que revelan muchas facetas malolientes de la economía política mexicana. El Enron mexicano, repleto de ejecutivos corruptos, autoridades cómplices, cifras amañadas, consumidores engañados, auditores a modo. OHL participó en un proyecto cuyo prespuesto original iba a ser de 5,637 millones de pesos. Monto que creció a 18,628 millones de pesos. Monto que después la empresa infló –falsamente– a 23,376 millones de pesos. Con esos números falsos, el gobierno modificó la concesión para que pudiera ganar más dinero, con incrementos en las tarifas, en 50 % y hasta 2051. No sólo eso. Después trató de obstaculizar la instalación de un sistema de verificación independiente para evaluar exactamente qué pasa con el aforo, los ingresos, los servicios de la obra. Ese sistema llegó a la conclusión de que OHL ya había recuperado su inversión en el proyecto, por lo que la concesión debía terminar.

			Pero no fue así. De pronto, el gobernador Eruviel Ávila reservó toda la información sobre OHL por nueve años. De pronto empezamos a oír grabaciones describiendo actividades corruptas entre ejecutivos de OHL y miembros del gobierno federal y el poder judicial. Salieron notas periodísticas por aquí y por allá pero ninguna investigación en firme porque hay demasiados intereses de por medio. Mientras tanto OHL ha obtenido ingresos por cuotas cuestionables de peaje por más de 12,000 millones de pesos. Todo porque OHL está políticamente protegida, arropada, cuidada. Por eso la investigación en el Senado propuesta por la panista Laura Rojas nunca avanzó. Por eso Emilio Gamboa Patrón congeló los siete puntos de acuerdo en el Senado que incluían investigar al Secretario de Comunicaciones y Transportes. Por eso hasta los propios auditores –Deloitte– le permitieron a OHL mantener un manejo oscuro de su inversión, su deuda, sus supuestas utilidades. OHL se está endeudando “a cargo de su concesión”; está generando deuda pública ‒con una empresa extranjera‒ y eso lo sabía y lo permitió el entonces Secretario de Hacienda. No importaron las denuncias, los audios, la trama de sobornos y tráfico de influencias que llegó hasta la puerta de Los Pinos. OHL logró convertirse en cuate privilegiado del capitalismo de cuates impulsado por Eruviel Ávila, por Gerardo Ruiz Esparza, por Luis Videgaray. Cuatitud en la cual está también involucrado el Grupo Higa, encargado de la construcción del monumento “Torre Bicentenario” en Toluca, adjudicado generosamente por OHL con cargo a los usuarios del Circuito Exterior Mexiquense y con fondos federales. 

			Esa cuatitud corrosiva que el gobierno mexicano demuestra cuando perdona impuestos. El SAT, condonando y privilegiando a unos cuantos. Otorgando beneficios inexplicables a un manojo de ciudadanos con más derechos que otros. Creando una política fiscal en la cual todos los mexicanos son iguales, pero algunos son más iguales que otros. Todo ello en un contexto de ajustes, de recortes, de argumentos para que el gobierno se apriete el cinturón, pero por lo visto no aplicables a un pequeño sector de la población; los socios y los compadres; los amigos y los cómplices; los empresarios a quienes el fisco amablemente deja ir, mientras persigue a los demás.

			Esa es la conclusión que se desprende del estudio de la OSC Fundar titulado “Privilegios fiscales: beneficios para unos cuantos”, que revela cómo el Estado deja de cobrar o perdona créditos o débitos fiscales de manera discriminatoria, de manera injustificada, de modo inexplicable. La razón detrás de la cancelación suele ser que el cobro resulta incosteable, o el deudor es insolvente, o el deudor ha desaparecido. Nada de lo cual parece ser el caso en el manojo de mexicanos perdonados, los cuales, además, acumulaban los adeudos más grandes. Sólo a 15 personas morales a quienes se les cancelaron adeudos superiores a 15 mil millones de pesos. En pocas palabras, 0.26 % de los contribuyentes acumularon 31% del total de las cancelaciones.

			Esa política de perdón contrasta con la narrativa gubernamental sobre la necesidad de incrementar la recaudación para compensar la caída en los precios del petróleo. En los últimos años se ha insistido en el imperativo de aumentar la base de contribuyentes; de cobrar más y cobrar mejor. Pero a pesar del aumento recaudatorio, el Estado recauda pero sigue gastando mal. México es un país donde se perdona lo que no se debería. Donde se perdona a los que más adeudan, a los que más acumulan créditos fiscales.

			En un solo año, de julio de 2015 a julio de 2016, Casas Geo fue la compañía más beneficiada, con otras como Volks­wagen, ARNECOM y Simec International. Una sola empresa recibió una cancelación de un crédito por un monto equivalente a todo lo que ejerció el Programa “Proyectos de infraestructura económica de agua potable, alcantarillado y saneamiento” en 2015. En cuanto a personas físicas, 10 contribuyentes se beneficiaron con un monto de 2 mil 15 millones 670 mil pesos, equivalente a 26% del monto total cancelado. Ante los datos presentados, surgen las preguntas inevitables: ¿por qué la condonación a esas empresas y no a otras?, ¿cuál ha sido la lógica de perdón y los argumentos para otorgarlo? 

			Ante las peticiones de información reiteradas y la presión pública la respuesta siempre ha sido la misma: que todo se hizo de manera legal. De manera normal. De forma intachable. Pero los ejemplos de la condonación contradicen las reglas que permiten al Estado ofrecerla. No parecen aplicarse los principios de inconsteabilidad sino los imperativos de cuatitud. Eso pasó en la cancelación masiva de créditos en 2007, y el fenómeno se ha repetido año tras año. Entre 2008 y 2016 la autoridad tributaria canceló créditos fiscales por un monto de 593,348.03 millones de pesos. Así, el Estado simplemente renunció a los recursos que puede y debe recibir. Así, el Estado perdonó y sin explicarlo a la sociedad. Otorgó un beneficio que hasta el momento no ha explicado y que resulta injusto e indignante.

			La condonación se ha vuelto equivalente a la premiación. El Estado usa esta política de manera discrecional para beneficiar a quienes ya poseen más recursos. Con condonaciones a modo, mediante reglas y normas diseñadas de manera específica para ayudar a ciertos sectores. Pero la “normatividad vigente” se ha vuelto una manera de justificar lo injustificable y mantener la opacidad de condonaciones protegidas por el secreto fiscal. A pesar de que la Suprema Corte dictaminó que el SAT no tiene la facultad para reservar toda la información de manera genérica y automática, la autoridad fiscal sigue ocultándola. Sigue negándola. Sigue defendiendo el secreto fiscal mediante múltiples vías. Sigue ignorando el hecho de que las resoluciones del INAI exigiendo información son vinculantes y obligatorias. El SAT se escuda con formalismos ante los requerimientos de la sociedad civil con derecho a saber. Hoy es imposible saber si el SAT está cumpliendo correctamente con su atribución de recaudar eficientemente y evitar la elusión y la evasión fiscal. Hoy es imposible saber si el SAT ha investigado a los involucrados en los Panama Papers. Aún queda mucho por indagar, investigar, transparentar.

			Gracias a los esfuerzos titánicos de Fundar sabemos los nombres de quienes fueron perdonados, pero no sabemos por qué. No sabemos los motivos particulares que tuvo la autoridad para autorizar la condonación. No sabemos si las decisiones se atuvieron a la legalidad. La obligación de la SHCP de dar a conocer las reglas de carácter general que son aplicadas para cancelar créditos fiscales fue eliminada en la reforma hacendaria de 2013. Eso permite y perpetúa la discrecionalidad. Eso vuelve la batalla por la transparencia –en el caso de la condonación y cancelación de créditos fiscales– todavía más urgente. El reporte de Fundar se basa en información obtenida a partir de julio de 2015, pero lo ocurrido antes de esa fecha sigue siendo un misterio. 

			Algunos contribuyentes –tanto personas físicas como morales– acumularon adeudos inmensos con el SAT, a los cuales el Estado rescató. Los criterios y las razones siguen siendo desconocidos, pero ponen en evidencia la realidad contradictoria del país. El incremento de la deuda pública, el recorte dramático al gasto en numerosos sectores, la ausencia de presupuesto para hacer viable el Sistema Nacional Anticorrupción, la falta de recursos para instrumentar a fondo el nuevo sistema de justicia penal. Recortes en programas prioritarios, acompañados de condonaciones injustificables. Recursos disminuidos debido a recursos no recaudados. Un Estado que al perdonar impuestos como lo hace incita a aquello que describiera Pierre Corneille: “Aquel que perdona fácilmente invita a la ofensa.” Por ello la ofensa reiterativa en México de perdonar lo imperdonable, una y otra vez.

			“QUE COMAN PASTEL”

			O simplemente ignorar a los desaparecidos. A los ausentes. A los muertos o dados como tales. Cuarenta y tres normalistas que no son ni ángeles ni demonios sino ciudadanos mexicanos con derechos que el Estado pisoteó. Probablemente torturados, ejecutados, calcinados. Y ante la tragedia de Ayotzinapa en septiembre de 2014 ha habido otra desaparición que se suma a las 43 conocidas. La desaparición del gobierno de Enrique Peña Nieto. Como ha argumentado y con razón Leo Zuckermann, después de Ayotzinapa el presidente se volvió un personaje pasmado, paralizado, acorralado. Sin liderazgo, sin respuestas, sin estrategia, sin posturas gubernamentales que defender o acciones contundentes que instrumentar. Sin secretarios de Estado que supieran explicar lo ocurrido en Guerrero y cómo afrontarlo. Sin un equipo que entendiera cómo operar con eficiencia, actuar con celeridad, reaccionar apropiada e inteligentemente. Un gobierno que sabía vender su imagen pero no defenderla. Un gobierno que sabía “salvar a México” a la hora de negociar reformas, pero no a la hora de prevenir muertes.

			En la extraordinaria foto que el analista Genaro Lozano tomó de la marcha de 50,000 personas protestando por las desapariciones en Ayotzinapa, había un letrero gigantesco en la plancha del Zócalo que decía: “Fue el Estado.” Y así es. A los 43 ausentes de Ayotzinapa se suma una ausencia más. La de un Estado que no sabe proteger. Defender. Cuidar. Investigar. Enjuiciar. Castigar. Cumplir con su cometido. En lugar de ello tenemos autoridades huidizas, contradictorias, o tan desaparecidas como los normalistas que aseguran buscar: 43+1. Y ese “1” adicional es el propio presidente del país que ante la crisis no logró aprobar la prueba básica del liderazgo definida por John Kenneth Galbraith: la voluntad para confrontar inequívocamente la mayor ansiedad de su pueblo. Peña Nieto no enfrentó esa ansiedad. Sólo se sumó a ella.

			Y dijo: “Que coman pastel”, como una princesa francesa del siglo XVIII al enterarse de la hambruna que padecían los campesinos de su país. Desde entonces la frase se usa para criticar a gobiernos insensibles, frívolos, alejados de la población a la cual ignoran. Como Enrique Peña Nieto y Angélica Rivera. Como Luis Videgaray. Como Aurelio Nuño. Como tantos miembros de una administración que no entendieron la dimension de la crisis que enfrentaron en Ayotzinapa ni cómo superarla. Un equipo enconchado que no supo reconocer sus errores ni corregir el rumbo. Una camarilla contenta consigo misma que intentó minimizar lo que ocurría en México diciendo que los ciudadanos han vivido “claroscuros” y están “enojados”, pero ya se les pasará. Mientras argumentaba que los conflictos de interés destapados por la Casa Blanca eran un asunto “entre particulares”.

			Pero lo que Angélica Rivera y su esposo y cualquiera que ocupe un puesto público debieron comprender es que su conducta no era un tema “entre particulares”. Es de “orden público e “interés social” que los ciudadanos conozcamos el comportamiento de los funcionarios que viven de nuestros impuestos. Cómo se integra su patrimonio. Cómo se relacionan con contratistas que han ganado licitaciones de forma poco transparente. Hasta el momento la reacción de las instituciones encargadas de investigar y sancionar temas que van desde Ayotzinapa hasta la corrupción ha sido escandalosa. Nos han dicho “coman pastel” en lugar de averiguar por qué la ciudadanía está tan hambrienta de justicia. De rendición de cuentas. De aclaraciones convincentes y no sólo de pastelazos presidenciales.

			Pastelazos embarrados directamente en la cara de la población como el de la Casa Blanca. Con sus cientos de metros de construcción. Con su valor de 7 millones de dólares. Con su estilo “neo-Miami Vice” y una iluminación que cambiaba de color según el estado de ánimo de sus habitantes. Con un título de propiedad a nombre de una empresa beneficiada económicamente por el presidente desde que era gobernador del Estado de México. La Casa Blanca de los Peña Nieto-Rivera en Las Lomas. Un símbolo de la arrogancia del poder que se siente impune. Un ejemplo claro de conflicto de interés, de corrupción, de todo aquello que el “nuevo PRI” prometió combatir pero sólo exacerbó. Torpemente. Mañosamente. Tramposamente. Tratándonos como idiotas.

			Tratando de hacernos creer que Angélica Rivera era una actriz de telenovelas tan fantástica que logró acumular una fortuna lo suficientemente grande como para comprar –por sí sola– una casa valuada en 86 millones de pesos. Tratando de convencernos de la supuesta normalidad de un crédito contratado con una empresa inmobiliaria, en lugar de uno con un banco como ocurre en los casos de ciudadanos comunes y corrientes. Tratando de negar la dimensión de la corrupción revelada, diciéndonos que Rivera y Peña Nieto se casaron por separación de bienes, cuando evidentemente no se casaron por separación de intereses. Tratando de eludir el escándalo desatado, diciéndonos que la casa la compró ella, cuando el magnífico reportaje del equipo de Carmen Aristegui develó el involucramiento cuestionable en esa transacción del Grupo Higa, aquel que ganó más de 8 mil millones de pesos vía contratos celebrados con Enrique Peña Nieto cuando era gobernador. 

			Una “Casa Blanca” que reveló la cara negra de la economía política mexicana. El contrato de compra-venta con una inmobiliaria que sólo ha construido una casa, la “Casa Blanca”. La extraña coincidencia de que Televisa regalara una casa a Angélica Rivera, colindante con los terrenos comprados por una inmobiliaria que los compró ése mismo día y después se los “vendió” en condiciones poco claras. La consolidación de un “patrimonio personal” por parte de la hoy Primera dama, quien se negó a hacerlo público vía sus declaraciones de impuestos. La inexistencia de un contrato de compra-venta que despejara la suspicacia, porque probablemente nunca se firmó. La pregunta de por qué se canceló intempestivamente un concurso que involucraba al Grupo Higa, cuando el Secretario de Comunicaciones y Transportes –el día anterior– había defendido ese concurso como un ejemplo de probidad y transparencia.

			Ante el escándalo de proporciones internacionales vimos el torpe intento gubernamental de negar un conflicto de interés, mediante el argumento de que la transacción había ocurrido antes del arribo de Peña Nieto a Los Pinos. Vimos el timorato esfuerzo de minimizar un claro caso de corrupción, diciendo que Angélica Rivera ya había enseñado la casa a la revista Hola desde mayo del 2013. En realidad “Casa Blanca” indicó que el presidente estaba dispuesto a aceptar favores y prebendas a cambio de contratos y licitaciones amañadas. Que el conflicto de interés ni siquiera es conflicto. Que el viejo intercambio patrón-cliente seguía vivo en el nuevo PRI. Y que quien gobernaba desde Los Pinos lo hacía siguiendo las peticiones de grupos empresariales del Estado de México a quienes impulsó y cobijó, mientras le regalaban casas de 7 millones de dólares. Mientras le “donaban” los terrenos y las obras de arte y las joyas y las otras propiedades enlistadas en su declaración patrimonial, cuya procedencia jamás ha sido explicada. Mientras le ofrecían a su esposa “préstamos” de millones de dólares, porque efectivamente Peña Nieto no era, como lo admitió en su campaña presidencial, “la señora de la casa”. La “Casa Blanca” constató el viejo dicho de Frank Herbert: “El poder atrae a los corruptibles.” Y el poder absoluto atrae a los absolutamente corruptibles. Como a Enrique Peña Nieto y la extraordinariamente trabajadora, exitosa y ahorradora mujer con quien tuvo la fortuna de casarse.

			FIN DEL SUEÑO

			Por Ayotzinapa y la Casa Blanca y tantos escollos más, el sueño sobre el sexenio de Enrique Peña Nieto duró menos de la mitad del sexenio. Las portadas triunfalistas, los artículos apoteósicos, los aplausos sin fin. El presidente que iba a salvar a México. El líder que con base en reformas iba a mover al país. El equipo que acabaría con la pesadilla de parálisis y violencia que caracterizó los periodos de sus predecesores. Así se hablaba, así se celebraba, así se alababa. Pero el adormecimiento adulador llegó a su fin, como lo ejemplificó una portada pesimista de la revista Forbes, en la cual se afirmó que Enrique Peña Nieto perdió sus mejores años para detonar el crecimiento económico de México.

			Todo lo ofrecido, prometido, negociado, acordado no ha sido suficiente aún. Ni la reforma laboral. Ni la reforma educativa. Ni la reforma fiscal. Ni la reforma en telecomunicaciones. Ni la reforma energética. Todo aquello que iba –supuestamente– a transformar la economía, liberalizar el mercado de trabajo, mejorar la enseñanza, estimular el crédito, fortalecer las finanzas públicas, romper con los monopolios en telefonía y televisión, modernizar al sector energético a través de la inversión privada. Todo aquello que si se hacía bien, iba a propulsar al país al Primer Mundo. A la prosperidad. Al grupo de países emergentes que crecen a tasas aceleradas. Al lugar que desde el sexenio de Carlos Salinas se nos dijo que México podría y debería llegar.

			Pero los últimos años han sido descorazonadores. En 2013 México cayó en un bache del cual no ha logrado salir. Pasó de situarse como una de las economías más dinámicas a nivel global a ser una de las más alicaídas a nivel regional. La pregunta para la cual no ha habido una respuesta gubernamental clara es por qué. A veces se dice que la razón es la economía estadounidense. A veces se alude al entorno global. A veces a la incertidumbre producida por la elección de Donald Trump y el posible fin del TLCAN. A veces se alude al tiempo que tardará la implementación de reformas que todavía están en el papel. O quizá, como sugiere Raúl Feliz del CIDE, el error fundamental fue aprobar todas las reformas de golpe. Sin priorizar, sin ver cuál era la más importante, la más urgente, la más necesaria.

			Ahora que finalmente entró en vigor la que el gobierno considera detonadora del crecimiento –la energética– habrá que ver si puede cumplir con las expectativas que creó. La apuesta es enorme, la eficacia del gobierno es pobre, los retos regulatorios son inmensos, el precio del petróleo ha ido a la baja, la posibilidad de que la reforma produzca una cueva de Ali Babá es real. La reforma se lleva a cabo en un contexto de mal gobierno, de alta inseguridad, de reglas demasiado flexibles, de leyes que rara vez se cumplen. Ello, atado a la rapacidad de quienes ven el sector energético como una oportunidad para el saqueo, puede producir un resultado muy distinto al prometido. Un resultado donde ganan los inversionistas, pero pierden los consumidores; donde gana el sindicato que preserva sus privilegios, pero pierden aquellos que los quisieran acotar; donde ganan los intereses corporativos, pero pierden los intereses ciudadanos.

			Mientras espera que la reforma energética resucite el sueño edulcorado, el gobierno no ha sabido cómo lidiar con el desplome en el sector de la construcción, que ha arrastrado a toda la economía hacia abajo. No ha sabido cómo lidiar con el rezago y la ejecución del gasto público en infraestructura. De allí la paradoja: el gobierno tiene más recursos y la economía crece menos. La recaudación ha aumentado pero el gasto público sigue despilfarrándose. El “keynesianismo” gubernamental que iba a inyectar recursos a la economía y reactivarla no ocurrió. El reloj corre, el tiempo transcurre, y México no se mueve.

			Porque el gobierno ha cometido errores y muy graves, especialmente el ex secretario de Hacienda, Luis Videgaray. El cerebro detrás del gobierno de Peña Nieto. El que manejaba todos los hilos, movía todas las palancas, tomaba todas las decisiones importantes. La materia gris que sobresalía entre tanta mediocridad pero que dejó un saldo que contradice a su aplaudida inteligencia. Allí están las cifras del endeudamiento, de la irresponsabilidad fiscal, de la depreciación del peso. Un pésimo manejo macroeconómico que ninguno de sus profesores o colegas del MIT rebatiría. Un legado financiero y fiscal que coloca al país en una precariedad que pensábamos superada.

			Superada porque se creía que la clase política había aprendido las lecciones de la crisis de 1994. La manera en la cual las decisiones económicas a nivel nacional se entretejen con intereses políticos y los mandatos de los mercados de capital a nivel internacional. La gran lección de aquella debacle fue que cuando los imperativos políticos se imponen a la racionalidad económica, los resultados pueden ser desastrosos. Cuando importa más conservar clientelas que prevenir déficits, las consecuencias pueden ser calamitosas. Cuando importa más financiar la corrupción que cerrarle la llave, los efectos pueden resultar explosivos. Los incentivos incorrectos producen resultados equivocados.

			Como los que el país padece actualmente. Una austeridad selectiva con fuertes recortes a salud, educación, justicia, inversión pública, combate a la corrupción y programas de prevención de la violencia, pero aumentos al presupuesto del Congreso y del Poder Judicial. Con una tasa de recaudación histórica de 2.7 billones de pesos y un gobierno tan despilfarrador que ni eso le alcanza. Con recortes que no van enfocados hacia donde deberían, como sueldos y aguinaldos y dietas y prestaciones y gasto corriente. El apretón del cinturón no fue para la burocracia de alto nivel, ni para las elecciones que quiere comprar, ni para los privilegios que quiere preservar. La administración atlacomulquense no tuvo recursos para puentes o carreteras o puertos o escuelas u hospitales, pero sí para darle aumentos presupuestales históricos al Congreso.

			La culpa entonces no la tiene sólo el contexto global; también recae sobre los hombros de Luis Videgaray y José Antonio Meade y los equipos encargados de la política económica que nunca cum­plieron con los recortes al gasto público prometidos. Que no respaldaron la oferta de mantener un balance presupuestal. Que incremen­taron de manera notable e irresponsable la deuda pública. Que con sus acciones ‒política, clientelar y electoralmente motivadas‒ dinamitaron el optimismo creado por las reformas estructurales. Que con sus omisiones produjeron un déficit de credibilidad entre inversionistas nacionales e internacionales dedicados ahora a sacar su dinero del país y a especular con el peso.
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